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Resumen 
En respaldo a las pol ít icas públ icas, la ley se ant icipa a los proyect os de los 
Gobiernos en t urno para abr ir les cauce o se ajust a a post er ior i para t ejer el 
ent ramado inst i t ucional a los procesos que se imponen. Caso t ípico es la 
normat ividad agrar ia en México en la f ront era de los siglos XX y XXI. Aquí se 
propone que la t rayect or ia recient e de la legal idad agrar ia revela los l ímit es 
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de la est rat egia modernizadora de la década de los novent a, dando como 
resul t ado un l lamado a la población rural para incursionar en act ividades 
económicas dist int as a la agr icul t ura y la ganadería, pues han dejado de ser 
un medio de vida para numerosas fami l ias. Ent re las conclusiones que 
arroja est e t rabajo es que la reconversión product iva agropecuar ia en 
México ha sido excluyent e en lo product ivo y en lo social . Una evidencia de 
los l ímit es est ruct urales para avanzar en el modelo de los agronegocios es 
la reformulación del discurso jur ídico agrar io. Ahora las pr ior idades de 
crecimient o y rent abi l idad de la pol ít ica económica sect or ial ceden 
cent ral idad a los inst rument os de pol ít ica social ar t iculados en t orno a la 
const rucción del t err i t or io.   
Palabras clave: ley, pol ít icas agrar ias, neol iberal ismo, desarrol lo rural , 
México.   
Abstract 
In suppor t of publ ic pol icy, t he law ant icipat es Government project s so as 
t o pave t he way for t hem, or is adjust ed along t he way in order t o adapt 
t he inst i t ut ional f ramework t o t he processes which in fact prevai l . A t ypical 
case is t hat of Mexican Agrar ian legislat ion in t he lat e 20t h and ear ly 21st 
cent ur ies. We propose here t hat recent development s in Agrar ian 
legislat ion reveal t he l imit at ions of t he modernizing st rat egy of t he 1990s, 
which resul t ed in a cal l for t he rural populat ion t o ent er int o al t ernat ive 
economic act ivi t ies, as agr icul t ure ceases t o be t he way of l i fe for 
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numerous fami l ies. We conclude t hat t he rest ruct ur ing of agr icul t ural 
product ion in Mexico has excluded t he product ive and social dimensions. 
The reformulat ion of agrar ian legal discourse demonst rat es t he st ruct ural 
l imit at ions of advancement in t erms of t he agr ibusiness model . Now t he 
sect or s economic pol icy pr ior i t ies of growt h and yield shi f t t owards t he 
inst rument s of social pol icy relat ed t o t err i t or ial const ruct ion.   
Keywords: law, agrar ian pol icies, neol iberal ism, rural development , Mexico.    
Introducción 
La normat ividad agrar ia mexicana en la f ront era de los siglos XX y XXI es un 
caso ejemplar de acompañamient o de las inst i t uciones jur ídicas a las 
pol ít icas públ icas. Una evidencia es el progreso de la cont rarreforma 
agrar ia al compás del proyect o neol iberal desde la década de los ochent a. 
En la agr icul t ura, el neol iberal ismo alcanza fuerza legal con la reforma al 
Ar t ículo 27 Const i t ucional en 1992, seguido de nuevas leyes reglament ar ias 
ar t iculadas al discurso modernizador . Empero la Ley de Desarrol lo Rural 
Sust ent able que ent ra en vigor en el año 2001 da cuent a de una ser ie de 
desplazamient os en el t rat amient o de la problemát ica rural . El int erés es 
most rar que en los úl t imos años la legal idad agrar ia es un reconocimient o a 
los l ímit es de la est rat egia agroexpor t adora de f ines del siglo XX y que 
desemboca en el refuerzo de pol ít icas focal izadas de combat e a la pobreza 
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rural . Con est a visión se convoca a los habi t ant es del campo a incursionar 
en act ividades económicas al t ernat ivas t oda vez que la agr icul t ura deje de 
ser el pr incipal medio de vida para numerosas fami l ias. Para const at ar est a 
presunción se comienza por del inear en su cont ext o el cont enido de la 
est rat egia modernizadora. Enseguida se procede al anál isis del discurso 
jur ídico agrar io en los años 1992 y 2001, coyunt uras en que se expiden 
respect ivament e la Ley Agrar ia y la Ley de Desarrol lo Rural Sust ent able.    
Agronegocios y agroexportaciones. El modelo en su contexto 
El neol iberal ismo, como modelo de crecimient o cent rado en el pot encial 
expor t ador de las naciones, l lega a nuest ro país en medio de una cr isis 
arraigada en el campo, puest o que años at rás los índices en producción, 
product ividad y comercio sect or ial ref lejaban un crecimient o raquít ico. En 
ese escenar io en el sexenio de Miguel de la Madr id Hurt ado, el Gobierno 
Federal resolvió ver t icalment e un cambio de pr ior idades en la est ruct ura 
agropecuar ia, rest ando import ancia al mercado int erno y al cul t ivo de 
granos básicos. La propuest a consist ía en t ransformar a los product ores 
rurales en empresar ios compet i t ivos, ar t iculados con vent ajas a las cadenas 
agroal iment ar ias int ernacionales con la int ención de que por la vía del 
mercado mundial
 
el país recobrara el r i t mo de crecimient o sin incurr i r en 
déf ici t de las f inanzas públ icas.1   
                                                
1 Sobre los lineamientos del modelo agroexportador en la agricultura mexicana se pueden 
encontrar más detalles en Acosta (2003: 51-67). 
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A f in de lograr la conversión de las explot aciones agr ícolas medias y 
pequeñas en agronegocios (unidades product ivas rent ables y exi t osas) se 
apost ó a la capt ación de inversión ext ranjera y a la formación de economías 
de escala mediant e la compact ación de predios en condición de mini fundio. 
Una de las expect at ivas era que el ramo agr ícola t endr ía import ant es 
benef icios en t érminos de empleo asalar iado con la l legada de las capi t ales, 
en especial porque la agr icul t ura es una act ividad que se dist ingue por el 
uso int ensivo de t rabajo no cal i f icado (St al l ings y Wel ler , 2001: 193). 
Post er iorment e cabía esperar una dist r ibución más equit at iva del ingreso y 
la reducción de la pobreza rural como efect o lógico de resul t ados 
macroeconómicos posi t ivos.   
El proyect o se mat er ial iza en inst rument os legales de orden mul t i lat eral 
desde 1986, cuando México se adhiere al Acuerdo General de Aranceles y 
Comercio (GATT). Sin embargo, fue hast a la administ ración de Sal inas de 
Gor t ar i (1988-1994) que el gobierno mexicano logra un mayor acercamient o 
al mercado mundial , pues adelant a en el cumpl imient o de algunos de los 
compromisos est ablecidos en el GATT, como es el caso de la reducción de 
subsidios y t ar i fas arancelar ias. El esfuerzo de aper t ura comercial y 
f inanciera del president e Sal inas culmina con en 1994, con la ent rada en 
vigor del Trat ado de Libre Comercio (TLC).   
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Precisament e en ese sexenio, el Plan Nacional de Desarrol lo (1989-1994) 
fue t ajant e en sus expect at ivas sobre el sect or agropecuar io. Se t rat aba de 
capit al izar el campo, de modernizar lo para par t icipar act ivament e en el 
proceso de global ización; t ambién se plant eó la necesidad de abat i r las 
barreras al l ibre juego de la ofer t a y la demanda. Y en efect o, en unos 
cuant os años se desmont ó la est ruct ura inst i t ucional y administ rat iva que 
respaldó la expansión agr ícola de posguerra: aquel la combinación de 
ent idades gubernament ales de apoyo a la producción y comercial ización 
sect or ial ; los servicios f inancieros y de ext ensionismo; incent ivos, inversión 
públ ica en inf raest ruct ura y mecanismos de cont rol de precios t ant o de los 
insumos agropecuar ios como del product o f inal .   
Expresión legal de la modernización agraria 
En el cont ext o del PND del sexenio de Car los Sal inas modernizar signi f icaba 
adapt ar «las est ruct uras económicas a las nuevas modal idades de 
int egración y compet encias int ernacionales» (Plan Nacional de Desarrol lo, 
1989: 16), conf iar en las bondades de la compet encia y est rechar el rol del 
Est ado en la vida económica. El problema era que ese proyect o se 
enf rent aba a un marco legal regido por el int erés social y de mat iz 
prot eccionist a, razón por la que fue cal i f icado de r ígido, est recho y 
anacrónico. En est e sent ido, la legal idad represent aba un inconvenient e 
para la l legada de inversiones, un obst áculo para la asignación ef icient e de 
recursos humanos y t err i t or iales, y hast a un at ent ado a derechos como la 
l iber t ad de comercio y el despl iegue de la iniciat iva individual .  
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Se argument ó que la cr isis rural t enía su or igen en la pol ít ica económica 
previa por su excesivo pat rocinio al product or y la injerencia desmedida del 
sect or públ ico. Una pol ít ica errada porque había degenerado en 
pat ernal ismo, inef iciencia y una carga f inanciera excesiva para el erar io 
públ ico. En consecuencia, era imperat iva la emancipación de los 
product ores y un cambio cual i t at ivo de visión hacia la racional idad 
empresar ial . Sólo así ser ía posible aprovechar de forma ópt ima los recursos 
que habían sido subut i l izados o permanecían ociosos (Plan Nacional de 
Desarrol lo, 1989: 70 a 76). La propuest a para salvar aquel los l ímit es y 
encaminar est os procesos consist ía en ajust ar la ley a la medida del 
neol iberal ismo. De permanecer vigent e la t enencia colect iva del suelo, con 
su nat uraleza jur ídica or iginal (inal ienable, inembargable, imprescr ipt ible e 
indivisible) no habr ía incent ivos suf icient es para l levar capi t al al campo, ni 
la cer t idumbre inst i t ucional que el est ablecimient o de nuevas empresas 
exige.   
En est a par t e parece obl igado recordar que el ar t ículo 27 de la Const i t ución 
Polít ica Federal , con el mat iz social y prot ect or del que ahora se le acusaba, 
fue una de las conquist as de la revolución armada de pr incipios del siglo 
XX, en un ent orno int ernacional de int ensa lucha por si t uar el pr incipio del 
int erés colect ivo por sobre el int erés individual . Un cr i t er io axiológico el 
int erés social
 
que dio la paut a para avanzar en la inclusión económica, la 
equidad y para ampl iar los espacios de par t icipación pol ít ica de la 
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población del México rural . En cont ra de aquel pr incipio, la Iniciat iva de 
Reforma al Ar t ículo 27 Const i t ucional (1991) enviada por el Ejecut ivo al 
Congreso de la Unión a f ines del año 1991, propuso modif icar las 
modal idades2 impuest as a la propiedad rural para dar un sent ido nuevo a la 
reforma agrar ia y como se ha señalado
 
reorient ar la producción del 
sect or en función de los cr i t er ios mercant i les de rent abi l idad y 
compet encia.   
Ent re los cambios de mayor relevancia por su alcance social y product ivo se 
puede mencionar el f in del repar t o agrar io, el for t alecimient o de los 
derechos individuales sobre el suelo, los derechos que las sociedades 
mercant i les adquieren en mat er ia de explot ación agropecuar ia y el cambio 
de la nat uraleza jur ídica de la propiedad social .   
a) «El f in del repar t o grat ui t o de t ier ras, porque niega al t rabajador del 
campo el derecho del t rabajador a una parcela para vivi r» (párrafo t ercero). 
Al t érmino de la revolución armada en 1917, di ferent es disposiciones 
legales dict aban que el poseedor o t rabajador agrar io carent e de t ier ra 
podr ía ejerci t ar la acción de dot ación, y los ej idos con t ier ra insuf icient e 
para las necesidades vi t ales de sus pobladores podr ían sol ici t ar 
ampl iaciones (dot aciones adicionales). En lo sucesivo conservar est e 
                                                
2 La Jurisprudencia Mexicana define como tales a las condiciones que se imponen al ejercicio 
del derecho de propiedad cualquiera sea su titular a través de una norma abstracta, 
general y permanente, para el uso, disfrute y aprovechamiento del suelo en este caso. En el 
entendido de que se trata de un derecho relativo, no absoluto, y que su ejercicio deberá estar 
supeditado a cumplir con una función social, de acuerdo al artículo 27 de la Constitución 
Política Federal vigente. 
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derecho y preservar la f igura jur ídica de afect ación (f racción XVI) apl icable 
a los propiet ar ios pr ivados con excedent es respect o a los l ími t es máximos 
previst os en las normas, era int erpret ado como una amenaza lat ent e a la 
segur idad en el pat r imonio individual y, en consecuencia, un fact or de 
r iesgo para las inversiones e iniciat ivas de reconversión.   
b) «La ampl iación de garant ías a los derechos de propiet ar ios a t ít ulo 
pr ivado sin import ar que la superf icie se encuent re o no en explot ación» 
(f racción XV). Desde los años t reint a se f i jó como condición a est os 
propiet ar ios, con t al de no ser afect ados, mant ener el suelo act ivo. Y era 
así porque bajo el pr incipio de la jerarquía de int ereses que dominaba el 
discurso jur ídico Const i t ucional product o de la revolución, el int erés social 
podía en un moment o dado invocarse sobre el derecho pr ivado para 
dist r ibuir a los sol ici t ant es campesinos sin t ier ra
 
las superf icies 
t err i t or iales ociosas. En el proyect o neol iberal esa previsión carece de 
razón de ser , dado que las fuerzas del mercado son suf icient es por sí 
mismas para dar paso a una asignación ef icient e de recursos product ivos, 
incluido el suelo sin apelar a mecanismos redist r ibut ivos ar t i f iciales, ni 
at ent ar cont ra los derechos individuales.  
c) «Se reconoce a las sociedades mercant i les el derecho de ser propiet ar ias 
de t ier ras y ocuparse de la explot ación agropecuar ia. Cuando se t rat e de 
usuf ruct o direct o, puede capt ar en su pat r imonio una superf icie 
equivalent e a veint icinco veces los l ími t es de la pequeña propiedad» 
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(f racción IV). Est e derecho se había desconocido a los sujet os del derecho 
mercant i l desde pr incipios del siglo XX a raíz de los lat i fundios a que había 
dado lugar la legislación agrar ia l iberal durant e la dict adura de Porf i r io 
Díaz. Si se recuerda, las Leyes de Reforma pr imero, y más t arde las Leyes de 
Colonización y Baldíos fueron el marco propicio para que las compañías 
desl indadoras ext ranjeras capt aran las mejores t ier ras y aguas del país, 
despojando a las comunidades indígenas. En el nuevo esquema, con un 
presupuest o públ ico aust ero y canal izado a ot ros objet ivos, asumiendo la 
precar iedad de la mayoría de los product ores, y con la urgencia capi t al izar 
el sect or , la iniciat iva pr ivada se aprecia como el agent e idóneo para 
impulsar los negocios en el agro. Así que, eludiendo la discusión sobre 
cost os y r iesgos sociales, pol ít icos o ecológicos, deber ía ampl iarse su 
margen de maniobra.  
d) «Apert ura a la circulación mercant i l de los t er renos en propiedad ej idal y 
comunal, sea en su t ot al idad o en par t es a t ravés de diversas f iguras 
legales: disolución del régimen de propiedad colect iva, t i t ulación 
individual , sucesión, compra vent a, prescr ipción, arrendamient o, 
apor t ación al pat r imonio de una sociedad mercant i l , et cét era» (f racción 
VII). Todavía en la fase de revolución armada, la Ley del 6 de enero de 1915 
preveía, para aislar al campesinado de los vaivenes de la economía y 
hacer lo víct ima de su pobreza, invest i r a la propiedad colect iva de 
modal idades que impidieran, en un moment o dado, que el campesino se 
desprendiera de su medio básico para subsist i r . Tras est a consideración 
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yacía el reconocimient o progresist a de una sociedad que cul t iva la 
desigualdad, con sect ores masivos en una si t uación desvent aja respect o a 
ot ros grupos minor i t ar ios y donde ley debería ser fact or de equi l ibr io e 
int egración. Opuest a a esa post ura est á la presunción l iberal de que el 
punt o de par t ida de t odos los agent es económicos y sus opor t unidades son 
equivalent es, y que los pr ivi legios pervier t en las leyes del mercado y son la 
fuent e de los desequi l ibr ios. La movi l idad nat ural de los fact ores 
product ivos que brot a del int erés individual y legít imo de maximizar 
benef icios es condición del buen funcionamient o de la economía.   
Ot ras disposiciones import ant es son la reglament ación al usuf ruct o pr ivado 
de recursos hidrául icos (párrafo quint o), y la aper t ura para que el ej ido, la 
comunidad o sus int egrant es en lo individual opt en por formas 
organizat ivas que ant es est aban reservadas al propiet ar io pr ivado 
(f racciones VII y XV). Cabe señalar que mient ras se sacaba adelant e est a 
reforma, se avanzó en la Ronda Uruguay del GATT y en las negociaciones 
del TLC o NAFTA. El compromiso inmediat o de est e úl t imo fue desaparecer 
t odas las barreras no arancelar ias para los product os del agro ent re los 
países socios. Para cumpl i r ot ros compromisos en 1994 se el iminaron los 
precios de garant ía para el maíz y f r i jol , únicos product os que lo habían 
conservado; t ambién se comenzó a implement ar un Programa de Apoyos 
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Direct os al Campo (PROCAMPO)3 a f in de at emperar el impact o de la 
compet encia ext erna sobre los product ores hast a la aper t ura comercial 
def ini t iva pact ada para el año 2008. También hacia f ines del año 1994 el 
gobierno est adounidense manifest ó su int ención de ampl iar los alcances del 
TLC a t odo el cont inent e, mediant e la creación del Área de Libre Comercio 
de las Amér icas (ALCA).4  
En el sexenio de Ernest o Zedi l lo (1994 2000), el Programa Int egral de 
Desarrol lo Agropecuar io Nacional y el document o Al ianza para el Campo 
rat i f icaron los propósi t os de promover la di fusión, expansión y 
consol idación de las explot aciones agr ícolas de gran escala, al t ament e 
rent ables o con expect at ivas promet edoras en ese sent ido. Los ejes 
est rat égicos consist ían en af ianzar los mecanismos de at racción de la 
inversión pr ivada al sect or , avanzar en la regular ización de la propiedad 
social a t ravés del Programa de Cert i f icación de Derechos Ej idales 
(PROCEDE) y canal izar el apoyo gubernament al a las empresas product oras 
de bienes agropecuar ios de consumo f inal compet i t ivos por su precio, 
cal idad o caract er íst icas; o bien cuando se t rat a de unidades proveedoras 
de insumos agroindust r iales.   
                                                
 
3 Este programa es virtualmente el único subsidio que se conserva en la actualidad, y su 
importancia no estriba tanto en el monto del apoyo como en su cobertura superior al 50% de 
los productores y de la superficie agrícola total.  
4 El GATT, TLC y ALCA, tienen sentido en la estrategia expansión mercantil y financiera 
norteamericana en el hemisferio, y en concreto, en sus planes de hegemonía agroalimentaria 
bajo el ropaje de complementariedad y cooperación, en especial de cara al posicionamiento 
comercial de Europa en este ramo (Fritscher, 2004: 111-116).  
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Del énfasis agroexportador al combate a la pobreza 
En la administ ración de Vicent e Fox (2000 2006) la apología de la vía 
neol iberal de crecimient o no baja de t ono. Incluso se podr ía decir que se 
refuerza no obst ant e las muest ras de inconformidad ent re los product ores 
del campo que se desbordan en las movi l izaciones ent re los úl t imos meses 
del año 2002 y al comenzar el 2003.5 Lo que int eresa dest acar es que en 
cont rast e con ese discurso of icial opt imist a, desde los pr imeros años del 
sexenio se t rabajó (con la or ient ación de organismos int ernacionales) en la 
reformulación de una ser ie programas e inst rument os compensat or ios para 
la población rural que se había quedado al margen de la modernización. 
Programas muy ambiciosos en t érminos de sus expect at ivas formales, y que 
por cier t o, t ambién se est aban impulsando en el rest o de los países 
lat inoamer icanos bajo la siguient e consideración:   
El modelo de desarrol lo act ual , basado en una economía l ibre, 
ef icient e, compet i t iva y redist r ibut iva y que ha real izado cambios 
relevant es en el saneamient o de las f inanzas públ icas, la 
est abi l ización macroeconómica y la modernización del aparat o 
product ivo, no ha dado los resul t ados esperados en cuant o al 
crecimient o de las economías de la región, que aún se encuent ran 
                                                
 
5 En esa coyuntura, la presión política ejercida logró arrancar del Gobierno Federal un Acuerdo 
Nacional para el Campo (2003) con el compromiso de revisar el apartado agropecuario del TLC y 
la legislación agraria, así como un mayor presupuesto al sector. Con la firma de ese documento 
se logró atemperar los reclamos públicos y desmembrar parcialmente el movimiento «El Campo 
No Aguanta Más».  
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muy por debajo de las expect at ivas del modelo. Sin lugar a dudas, 
el más grave problema no resuelt o es el relat ivo a las condiciones 
de vida y bienest ar de la población rural de nuest ros países y la 
superación de las desigualdades, en las est ruct uras de 
dist r ibución del ingreso y benef icio del crecimient o económico. La 
pobreza rural sigue siendo una demost ración del sent ido 
excluyent e de la economía, mant eniéndose sin cambios 
signi f icat ivos desde la década de los novent a. (IICA, ASDI y CIDER, 
2001:2).  
La novedad est r iba en que se t rat a de una posición que conf iesa las 
fal las del modelo agroexport ador en la región lat inoamer icana y su 
sent ido excluyent e en el ámbit o social . Y así se proponía t rabajar en el 
campo bajo un nuevo enfoque.  
Las aut or idades mexicanas pront o hicieron suya la propuest a, para 
of recer la como una «visión de desarrol lo rural int egral» (SAGARPA, 2001: 
1). Lo relevant e es que en la base de est a propuest a yace la acept ación de 
que en México, como en la mayor par t e de los países lat inoamer icanos 
predomina: a) un est ancamient o del Product o Int erno Brut o per cápi t a 
asociado a una mayor concent ración del ingreso; b) una baja cont r ibución 
del agro en la generación de empleo; c) una pobreza rural con mayor 
incidencia que en las zonas la urbanas, y d) una incapacidad de la 
agr icul t ura para sust ent ar el bienest ar de la población rural .  
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En sus plant eamient os af i rman que son precondiciones del modelo de 
desarrol lo rural un marco legal que def ina con clar idad los derechos de 
propiedad, los mecanismos de corresponsabi l idad y que clar i f ique 
incent ivos y sanciones (SAGARPA, 2001: 16). El of recimient o no consist e en 
renunciar al mercado como vía del crecimient o, sino de insist i r en el 
mercado, pero ahora como la vía de al ivio a la pobreza ext rema. A grandes 
rasgos la propuest a consist e en buscar el desarrol lo de la economía local , a 
par t i r de los ingresos que resul t en de la plur iact ividad, el caráct er 
mult i funcional de los recursos nat urales y el for t alecimient o del capi t al 
social . (SAGARPA, 2001).   
Para f i jar las paut as y procedimient os propicios al desarrol lo del sect or 
rural , desde est e enfoque, en diciembre de 2001 se publ icó en el Diar io 
Of icial de la Federación la Ley de Desarrol lo Rural Sust ent able (LDRS). Est a 
ley es reglament ar ia de la f racción XX del ar t ículo 27 Const i t ucional 
(Ar t ículo 1º . de la LDRS), en que el Est ado reivindica su responsabi l idad y 
at r ibuciones en el ámbit o agropecuar io. En palabras de sus promot ores, la 
ley se si t úa por su cont enido «como un ordenamient o jur ídico de avanzada 
en la mat er ia, dado que impr ime un enfoque t er r i t or ial al desarrol lo rural , 
concibe una planeación con la par t icipación ciudadana, pr ivi legiando la 
perspect iva desde lo local , y est ablece nuevos arreglos inst i t ucionales 
para la coordinación hor izont al y ver t ical de los organismos públ icos, 
sociales y pr ivados que inciden en el sect or». (Ruiz García 2006: 2). 
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Sin hacer por ahora una valoración cr ít ica del paradigma que sust ent a est e 
document o legal , es necesar io not ar , en pr incipio, que la LDRS marca un 
punt o de inf lexión en el t rat amient o de los problemas del campo y que 
coinciden ampl iament e con las propuest as hechas algunos años at rás por el 
Banco Int eramer icano de Desarrol lo (BID, 1998). Ést as a su vez present a 
not ables semejanzas con la Iniciat iva LEADER (Iniciat iva Comunit ar ia para la 
Unión Europea) cuyo objet ivo es «promover el desarrol lo rural , bajo un 
enfoque t err i t or ial , basado en la diversi f icación económica, la búsqueda de 
la innovación, la impl icación de la población local y el aprovechamient o de 
los recursos endógenos» (Bandeira, At ance y Sumpsi, 2004: 2).   
Para corroborar lo real izamos una lect ura minuciosa de su cont enido 
hurgando en sus component es esenciales:  
* Señala al t er r i t or io como espacio de relaciones sociales en 
permanent e reconst rucción, y como cent ro de at ención para las 
pol ít icas públ icas.  
* Recoge la t eor ía del capi t al social y sobreest ima su pot encial 
reconociendo carencias de orden t ecnológico, f inanciero, f ísico, 
et cét era. 
* Rescat a la perspect iva de género.  
* Dest aca la necesidad de for t alecer las inst i t uciones y su apor t ación 
a un ent orno de cer t idumbre.  
* Vindica el caráct er sost enible del desarrol lo rural .  
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* Enfat iza sobre la par t icipación social , la democrat ización de las 
decisiones y la aut ogest ión comunit ar ia.  
* Reit era la impor t ancia del mercado como met a de la act ividad 
económica local .   
Un ext ract o de est a posición puede leerse en el ar t ículo 4º de la LDRS:  
Para lograr el desarrol lo rural sust ent able en el Est ado, con el 
concurso de los diversos agent es organizados, impulsará un 
proceso de t ransformación social y económica que reconozca la 
vulnerabi l idad del sect or y conduzca al mejoramient o sost enido y 
sust ent able de las condiciones de vida de la población rural , a 
t ravés del foment o de las act ividades product ivas y de desarrol lo 
social que se real icen en el ámbit o de las diversas regiones del 
medio rural , procurando el uso ópt imo, la conservación y el 
mejoramient o de los recursos nat urales y or ient ándose a la 
diversi f icación de la act ividad product iva en el campo, incluida la 
no agr ícola, a elevar la product ividad, la rent abi l idad, la 
compet i t ividad, el ingreso y el empleo de la población rural .    
En una comparación del discurso jur ídico impreso en la LDRS, respect o al de 
los novent a concent rado en los agronegocios por la vía de la 
modernización, infer imos que los ámbit os en que han de incidir las pol ít icas 
públ icas dir igidas al medio rural se desplazan: 
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De los programas sect or iales (y por ramas) hacia el t er r i t or io o la 
región.  
De apoyos general izados a la administ ración di ferenciada y focal izada 
del presupuest o.  
Del uso int ensivo y ext remo de los recursos nat urales a su 
aprovechamient o racional y preservación.  
Del prot agonismo gubernament al al for t alecimient o de las 
capacidades locales (act ivos) apoyadas en iniciat ivas pr ivadas, y con 
el acompañamient o gubernament al .  
De la cent ral idad de la agr icul t ura hacia el sect or secundar io y 
t erciar io. 
 
De la responsabi l idad est at al hacia los sujet os como act ores y 
gest ores de su propio desarrol lo. 
Del ingreso agr ícola a la mult i funcional idad en el uso del suelo y la 
plur icact ividad laboral .   
Un razonamient o que just i f ica el cambio de perspect iva y pr ior idades es la 
urbanización de lo rural , ent endiendo como t al el proceso en que lo rural 
pierde su ident idad t radicional porque las act ividades de la t ransformación, 
los servicios y el comercio van ganando t erreno en est os espacios. Así se 
just i f ica el impulso a ot ras opciones laborales y emprendimient os en 
di ferent es ramas de la economía (Barbet t a, 2004: 1) t rascendiendo lo 
est r ict ament e agrar io. La adecuada administ ración de los ingresos por 
remesas, el aut oempleo, los proyect os colect ivos en el ramo ar t esanal o 
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agroindust r ial , la prest ación de servicios t ur íst icos o ambient ales y la 
generación de product os con ident idad cul t ural pueden ser un 
complement o de los ingresos fami l iares o incluso la al t ernat iva  para los 
pobladores del campo que no pueden vivir sólo de la producción de granos 
básicos. Si se insist e en la act ividad agr ícola, algunas opciones son la 
agr icul t ura de cont rat o, los product os orgánicos o cer t i f icados, u ot ros 
bienes especial izados dest inados a consumidores más exigent es. En 
cualquier caso se t rat a de vincular exi t osament e a los product ores a los 
mercados dinámicos (Durst ewi t z y Escobar: 2006).  
Ent re las cual idades del paradigma podemos anot ar que reconoce en la 
sociedad rural una problemát ica múlt iple y diversa en lo cul t ural , 
económico, pol ít ico, et cét era, para acept ar enseguida que un sect or 
mayor i t ar io de product ores agropecuar ios no ha podido ni podrá para hacer 
f rent e a la global ización por la vía de la modernización y de los 
agronegocios. Ot ro de sus mér i t os est r iba en que se t rat a de una 
concepción bien ar t iculada en lo int erno, donde cada fact or t iene su razón 
de ser y su int erconexión con el rest o.6 Además, los valores que rescat a 
cada uno de sus component es en lo individual abonan al prest igio del 
modelo en su conjunt o: lo sust ent able, la equidad de género, la democracia 
par t icipat iva, la impor t ancia de la cohesión social . Una propuest a not able, 
muy ambiciosa por los recursos f inancieros e inst i t ucionales que 
                                                
 
6 Una argumentación favorable puede leerse en el documento Llegando a los Pobres de las 
Zonas Rurales de América Latina y el Caribe, del Banco Mundial, (2002). 
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compromet e y seduce al punt o que ha logrado persuadir a la mayor par t e 
de los gobiernos en el subdesarrol lo de que est a es la solución a la pobreza 
que se vive en el campo.   
Lo que aquí se ha valorado es que t al iniciat iva no const i t uye la sal ida 
(ent endida como la vía cier t a para superar la pobreza) a la exclusión, 
vulnerabi l idad y marginación social en el campo. Deja de lado su 
procedencia, que a pr ior i nos provoca muchas inquiet udes,7 por su 
concepción y por sus objet ivos las acciones, programas y pol ít icas que se 
enmarcan en est e modelo son simple y l lanament e pol ít ica social 
focal izada. Lo ant er ior se af i rma porque las propuest as de asist encia y 
acompañamient o específ ico que of recen para los pobres rurales 
(benef iciar ios de los programas) desconocen el or igen est ruct ural y 
sist émico del problema, y por ende, manejan cada caso como una si t uación 
de coyunt ura que puede ser superada con acciones compensat or ias y 
t emporales.   
Por t rat arse de pol ít ica social no se puede pedir demasiado al paradigma de 
la nueva rural idad, en el sent ido de que no es lo mismo plant earse combat ir 
la pobreza local izada geográf icament e por un t iempo det erminado, que 
at acar sus causas incidiendo direct ament e en los procesos or iginales que la 
generan hast a rever t i r los. Y es que en ningún moment o se propone así 
                                                
 
7 Mendes Pereira (2005) ofrece una sinopsis de los objetivos, lógica y líneas de acción de la 
polít ica agraria contemporánea del Banco Mundial. 
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sea de modo indirect o o t ibio
 
cont rarrest ar los mecanismos que son el 
or igen de la pobreza rural . Y no se pret ende, porque ser ía demasiado pedir , 
que se propusiera combat ir el orden social capi t al ist a. Sino de una manera 
más modest a, que se incluyan plant eamient os para at ender aspect os como 
la precar iedad y exclusión laboral que se agudizan con el neol iberal ismo, la 
concent ración inédi t a de los bienes de capit al y recursos nat urales, el 
aniqui lamient o por el mercado de los no compet i t ivos, o los est ragos que 
en el aparat o product ivo regional ha signi f icado volcarse al comercio 
ext er ior desest imando el mercado int erno y la aut osuf iciencia al iment icia.   
Parece muy signi f icat ivo que, pasando por al t o las evidencias del caráct er 
excluyent e del modelo neol iberal en curso, se insist a en que el progreso 
individual es función del éxi t o en el mercado. Un mercado, que t al y como 
funciona en nuest ros días no es un mercado l ibre, dada la presencia de 
agent es monopól icos t rasnacionales que operan al amparo de sect or 
públ ico.   
Ot ro aspect o de caráct er relevant e en est e enfoque es que magnif ica las 
posibi l idades del progreso comunit ar io in si t u, se desconoce la inf luencia 
que sobre las comunidades ejercen los sucesos económicos macro e 
int ernacionales, y las relaciones de poder ajenos a lo local , al condicionar , 
l imit ar o anular sus iniciat ivas. El discurso jur ídico polít ico que sost iene 
est e t ipo de propuest as encaja def ini t ivament e con la ideología 
individual ist a l iberal al sost ener de modo dogmát ico que el problema (y 
22  
por ende su solución) no debe buscarse en el ext er ior , en las condiciones 
del medio, porque la respuest a a nuest ros problemas est á en nosot ros 
mismos, en el individuo, en la fami l ia, la comunidad o el t er r i t or io. Así que 
no se precisa buscar opor t unidades fuera, las opor t unidades est án ahí, 
lat ent es, sólo hay que explorar y ser creat ivos.   
Paradój icament e el modelo que apunt a al ser humano como cent ro de las 
pr ior idades, le advier t e que nadie sino él mismo es responsable de su 
propio fut uro. Así que debe par t icipar en la búsqueda de al t ernat ivas para 
la sat isfacción de sus necesidades esenciales, y a la post re lograr el 
desarrol lo de sus capacidades, su desarrol lo humano. Porque ahora mismo 
el Est ado t iene responsabi l idades ajenas al equi l ibr io social , pues est á 
compromet ido con el crecimient o, el cont rol inf lacionar io y el equi l ibr io de 
sus propias f inanzas. De ahí que af i rmar que los pobres deben ser los 
act ores de su propio desarrol lo en un ambient e marcado por el 
dist anciamient o est at al y la aust er idad en el presupuest o públ ico no es 
for t ui t o. 
Desde 1992, con la reforma al Ar t ículo 27 Const i t ucional y la promulgación 
ul t er ior de las disposiciones reglament ar ias en la mat er ia, el proceso de 
reconversión agropecuar ia en México se apoyó de l leno en inst rument os 
jur ídicos ar t iculados en función del proyect o modernizador del sexenio 
Sal inist a. En ese sent ido, el modelo de los agronegocios y las 
agropexport aciones t uvieron el respaldo decidido de normas que daban la 
paut a para arrojar a la circulación propiedad colect iva del suelo, abr i r 
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cauce a la inversión en el agro, reconcent rar bienes rúst icos y dar 
cer t idumbre inst i t ucional a la iniciat iva pr ivada.   
Unos años más t arde las aut or idades mexicanas conf iesan que el 
crecimient o ha sido modest o; que la reest ruct uración product iva en el 
campo conl leva rest r icciones en el empleo; que la pobreza rural es 
persist ent e y que la agr icul t ura es incapaz de sust ent ar el bienest ar de la 
población rural . Un escenar io que just i f ica at ender en nuevos t érminos los 
problemas del ambient e rural . La Ley de Desarrol lo Rural Sust ent able 
expedida al comenzar el sexenio del President e Fox, i lust ra con clar idad la 
t ransición en el discurso agrar io neol iberal (al que le bast aba el mercado 
como mecanismo de asignación ef icient e del product o social), hacia el 
reforzamient o de inst rument os focal izados de combat e a la pobreza.   
Ahí se advier t e que la producción agropecuar ia queda desplazada a un rol 
secundar io en el for t alecimient o de la economía local y, en cont rapar t ida, 
es not able el énfasis con el que se promueven act ividades ajenas a lo 
agrar io como base del ingreso en las comunidades y las fami l ias. Pero est e 
impulso no signi f ica la negación de los cr i t er ios mercant i les que dominan el 
diseño de las pol ít icas públ icas. Más bien impl ica somet er de l leno las 
acciones de pol ít ica social a la lógica del mercado explot ando pr incipios 
como los que prevalecen en la t eor ía del capi t al social , el enfoque del 
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desarrol lo humano, o discursos pesudocient íf icos como los de la aut oayuda 
y espír i t u emprendedor .    
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